
 
 

 
                                                      
 
 
 

  

**RAD_S** 
 

Manizales, Caldas 

 

Señor (a)   

JUEZ SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

Palacio De Justicia Fanny González Franco 

Manizales, Caldas 

E.                  S.                      D. 

 

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 

DEMANDANTE: JAIME TRUJILLO CASTRO 
DEMANDADOS: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO  
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.   

PROCESO NO:   17001333900620210006200 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA  

   

 

ALEJANDRO ÁLVAREZ BERRÍO, mayor de edad y vecino de la ciudad de Manizales, identificada con 

cédula de ciudadanía No. 1.054.919.305, portadora de la tarjeta profesional No. 241.585  del 

Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado sustituto del Doctor LUIS 

ALFREDO SANABRIA RIOS mayor de edad identificado con cédula de ciudadanía No. 80.211.391 de 

Bogotá y con tarjeta profesional 250.292 del consejo superior de la judicatura, obrando como 

apoderado general de la  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en virtud de lo dispuesto en la Escritura Pública No. 

522 del 28 de marzo de 2019 protocolizada en la Notaria 34 del Circulo de Bogotá, por medio del 

presente  escrito procedo a presentar la contestación de la demanda formulada ante su honorable 

despacho dentro del proceso de la referencia, en los siguientes términos:  

 

1. FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

La Ley 91 de 1989 en su artículo tercero creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, el cual reza textualmente: 

 

Artículo  3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 
fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 
capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 
de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 
cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable 
determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración 
del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.  

 

Es importante, precisar que el correspondiente contrato de Fiducia Mercantil fue suscrito por el 

Gobierno Nacional junto con la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual actúa como vocera y 

administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO o fidecomiso. 

 

2. EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 

  

Habida consideración que el acto administrativo demandado fue proferido atendiendo los 

parámetros normativos vigentes que versan sobre el reconocimiento, pago y reliquidación de 

pensiones y además de  los mismo se presume su legalidad de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 88 de la Ley 1437 de 20111, me opongo a todas y cada una de las pretensiones buscadas 

por el demandante toda vez que, carecen de sustento fáctico y jurídico necesario para que las 

mismas prosperen; por lo que solicito muy respetuosamente se sirva denegar en su totalidad las 

condenas en contra de la NACIÓN, MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y como consecuencia de lo anterior se condene en 

costas a la parte actora.  

 

3.  PRONUNCIAMIENTO SOBRE LOS HECHOS 

 

PRIMERO: Es cierto, de acuerdo a la documentación aportada.  

 

SEGUNDO: Es cierto, de acuerdo a la documentación aportada.  

 

TERCERO: Es cierto, de acuerdo a la documentación aportada.  

 

CUARTO: No me consta. Me atengo a lo que se pruebe. 

 

QUINTO: No me consta. Me atengo a lo que se pruebe. 

 

SEXTO: No me consta. Me atengo a lo que se pruebe. 

 

 

                                                           
1 Los actos administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Cuando fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha  medida 
cautelar. 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

 

4. FUNDAMENTO DE DEFENSA. 
 

 

 RÉGIMEN DE PENSIÓN DE JUBILACIÓN DE LOS DOCENTES 

 

Sea lo primero señalar que, LA NACION- MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO debe sujetarse a lo determinado por la Ley para la 
expedición de actos administrativos que traten temas de reconocimiento pensional o prestacional, 
pues los mismos son expedidos bajo los parámetros de la Ley la Ley 91 de 1989, por la cual se creó 
el precitado fondo y, señaló que los docentes en materia prestacional se regirían por las 
disposiciones ahí señaladas, las cuales se resumen de la siguiente manera :  

 

Los docentes nacionalizados que se vincularon hasta el 31 de diciembre de 1989, mantendrían el 
régimen que han venido gozando en cada entidad territorial, de conformidad con las normas vigen-
tes; y los nacionales y los que se vinculen a partir del 1o. de enero de 1990, se regularían  por las 
disposiciones vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 
1968, 1848 de 1969 y 1045  de 1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas 
en dicha ley. 

 

Por otra parte, la Ley 812 de 2003, mediante la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-
2006, en su artículo 81 dispuso: 

 

  “(…) El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para salud y 
pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma distribu-
ción que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del monto de estos recursos 
la hará el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo 
correspondiente a las cuentas de salud y pensiones”. 

 

Así pues, el Decreto 2341 de 2003, a través del cual se reglamentó de forma parcial el precitado 
artículo, estableció en su artículo 2º que, el ingreso base de cotización de los docentes afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio correspondería al establecido en el Decreto 
1158 de 1994 y las normas que lo modifiquen o adicionen, veamos :  

 

“(…) El salario mensual base para calcular las cotizaciones al Sistema General de Pensiones de los servi-
dores públicos incorporados al mismo, estará constituido por los siguientes factores:  

a) La asignación básica mensual;   

b) Los gastos de representación;  

c) La prima técnica, cuando sea factor de salario;  

d) Las primas de antigüedad, ascensional y de capacitación cuando sean factor de salario.  

e) La remuneración por trabajo dominical o festivo;  

f) La remuneración por trabajo suplementario o de horas extras, o realizado en jornada nocturna;  

g)  La bonificación por servicios prestados (…) 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

De esta misma manera, el Decreto 3752 de 2003, también reglamenta, entre otras normas, el ar-
tículo 81 de la Ley 812 del mismo año, e indica:  

 
“Artículo 3o. Ingreso Base de Cotización  y liquidación de prestaciones sociales. La base de liquidación 
de las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la expedición de la Ley 812 de 2003, a 
cuyo pago se encuentre obligado el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, no podrá 
ser diferente a la base de cotización sobre la cual realiza aportes el docente 

(...)  

Artículo 9°.Monto total de aportes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

El cálculo del valor de nómina proyectado, con el cual se establecen los aportes de ley, se obtendrá de 
acuerdo con el ingreso base de cotización de los docentes y según el grado en el escalafón en el que 

fueron reportados; los incrementos salariales decretados por el Gobierno Nacional y; un incremento por 
el impacto de los ascensos en el escalafón, según los criterios definidos en la Ley 715 de 2001. Dicha 

información será generada por la sociedad fiduciaria administradora de los recursos del Fondo, discri-
minada por entidad territorial y por concepto…”  

 

De conformidad con lo que disponen las Leyes 6ª de 1945, 33 de 1985, 71 de 1988 y 91 de 1989, así 
como los Decretos 1160 de 1989 y 3752 de 2003 para el reconocimiento de la pensión ordinaria de 
jubilación los docentes deben cumplir con los requisitos de edad y tiempo de servicios, y de este 
modo adquieren el estatus de pensionados y en consecuencia el derecho a devengar una mesada 
pensional equivalente al 75% del promedio de los factores salariales devengados en el último año 
de servicios anterior a la fecha de estatus, así como a que su pensión se reliquide al momento del 
retiro definitivo del servicio en el porcentaje antes referido. 

 

 FACTORES DE LIQUIDACIÓN   

 

Frente a este aspecto importante de abordar, el H. Consejo de Estado en SENTENCIA DE UNIFICA-
CIÓN de 28 de agosto de 2018, preciso lo siguiente: 

 

“(…) El Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 hace parte 
del régimen de transición para aquellas personas beneficiarias del mismo que se pensionen con los 
requisitos de edad, tiempo y tasa de reemplazo del régimen general de pensiones previsto en la Ley 
33 de 1985”.  

Para este grupo de beneficiarios del régimen de transición y para efectos de liquidar el IBL como 
quedó planteado anteriormente, el Consejo de Estado fija las siguientes subreglas: 

La primera subregla es que para los servidores públicos que se pensionen conforme a las condiciones 
de la Ley 33 de 1985, el periodo para liquidar la pensión es:  

 

- Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el ingreso base de 

liquidación será (i) el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, 
o (ii) el cotizado durante todo el tiempo, el que fuere superior, actualizado anualmente con 
base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que expida el 

DANE.  

- Si faltare más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el promedio de los sala-

rios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

reconocimiento de la pensión, actualizados anualmente con base en la variación del índice 
de precios al consumidor, según certificación que expida el DANE. 

 

95. La Sala Plena considera importante precisar que la regla establecida en esta providencia, así como 
la primera subregla, no cobija a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, pues fueron exceptuados del Sistema Integral de Seguridad Social por virtud del artículo 
279 de la Ley 100 de 1993 y su régimen pensional está previsto en la Ley 91 de 198930. Por esta razón, 

estos servidores no están cobijados por el régimen de transición .  
 

El artículo 15 de la Ley 91 de 1989 “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio”, en cuanto al derecho pensional de los docentes, dispone:  

“Artículo 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional 
y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será 
regido por las siguientes disposiciones:  
[…]  

2. Pensiones:  

[…]  

B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacio-
nalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1 de enero de 1990, cuando 

se cumplan los requisitos de ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equi-
valente al 75% del salario mensual promedio del último año. Estos pensionados 
gozarán del régimen vigente para los pensionados del sector público nacional y adi-
cionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada pensional […]”. 
 

Solo los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003 (26 de junio 
de 2003) tendrán los derechos del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 

1993 y 797 de 2003, por así disponerlo el artículo 81 de la Ley 812 de 2003, el cual señala: “ARTÍCULO 
81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen prestacional de los docentes 
nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo 
oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada 
en vigencia de la presente ley. Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, serán afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los 
derechos pensionales del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 

797 de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será 
de 57 años para hombres y mujeres […]”. Es decir, si la vinculación al servicio docente fue con ante-
rioridad a dicha fecha, en lo referente al régimen pensional se les aplica la normativa anterior a la Ley 

812 de 2003, esto es, como se dijo, la Ley 91 de 1989 (artículo 15). Esta regulación fue ratificada por 
el parágrafo transitorio 1° del Acto Legislativo 001 de 2005, al disponer: "[…] Parágrafo transitorio 
1º. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al ser-
vicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes 
con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de 
esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán 
los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los térmi-
nos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003". Así las cosas, para los docentes vinculados con posteriori-
dad al 26 de junio de 2003, su derecho pensional se adquiere conforme al Sistema General de Pensio-

nes, una vez cumplidos los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que 
será de 57 años para hombres y mujeres (artículo 81 de la Ley 812 de 2003). 
La segunda subregla es que los factores salariales que se deben incluir en el IBL para la pensión de 

vejez de los servidores públicos beneficiarios de la transición son únicamente aquellos sobre los que 
se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al Sistema de Pensiones.  



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Esta subregla se sustenta en el artículo 1° de la Constitución Política que consagra el principio de 
solidaridad como uno de los principios fundamentales del Estado Social de Derecho.  

El artículo 48 constitucional define la Seguridad Social como “un servicio público de carácter obliga-
torio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios 
de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley”. El legislador (artículo 
2 de la Ley 100 de 1993) explica este principio como “[…] la práctica de la mutua ayuda entre las 
personas, las generaciones, los sectores económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio 

del más fuerte hacia el más débil”.  

La interpretación de la norma que más se ajusta al artículo 48 constitucional es aquella según la cual 
en el régimen general de pensiones, previsto en la Ley 33 de 1985, solo los factores sobre los que se 
haya realizado el aporte o cotización pueden incluirse como elemento salarial en la liquidación de la 
mesada pensional.  

De conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2005 por el cual se adiciona el artículo 48, para adquirir 
el derecho a la pensión será necesario cumplir con la edad, el tiempo de servicio y las semanas de 
cotización. Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales 
cada persona hubiere efectuado las cotizaciones.  

A juicio de la Sala Plena, la tesis que adoptó la Sección Segunda de la Corporación, en la sentencia de 
unificación del 4 de agosto de 2010, según la cual el artículo 3 de la Ley 33 de 1985 no señalaba en 
forma taxativa los factores salariales que conforman la base de liquidación pensional, sino que los 
mismos estaban simplemente enunciados y no impedían la inclusión de otros conceptos devengados 
por el trabajador durante el último año de prestación de servicio, va en contravía del principio de 
solidaridad en materia de seguridad social. La inclusión de todos los factores devengados por el ser-
vidor durante el último año de servicios fue una tesis que adoptó la Sección Segunda a partir del sen-

tido y alcance de las expresiones “salario” y “factor salarial”, bajo el entendido que “constituyen sa-
lario todas las sumas que habitual y periódicamente recibe el empleado como retribución por sus 
servicios” con fundamento, además, en los principios de favorabilidad en materia laboral y progresi-

vidad; sin embargo, para esta Sala, dicho criterio interpretativo traspasa la voluntad del legislador, el 
que, por virtud de su libertad de configuración enlistó los factores que conforman la base de liquida-
ción pensional y a ellos es que se debe limitar dicha base.  

La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo considera que el tomar en cuenta solo los factores 
sobre los que se han efectuado los aportes, no afecta las finanzas del sistema ni pone en riesgo la 
garantía del derecho irrenunciable a la pensión del resto de habitantes del territorio colombiano, cuya 
asegurabilidad debe el Estado, en acatamiento de los principios constitucionales de universalidad y 

eficiencia.  

Por el contrario, con esta interpretación (i) se garantiza que la pensión de los beneficiarios de la tran-
sición se liquide conforme a los factores sobre los cuales se ha cotizado; (ii) se respeta la debida co-

rrespondencia que en un sistema de contribución bipartita debe existir entre lo aportado y lo que el 
sistema retorna al afiliado y (iii) se asegura la viabilidad financiera del sistema.”2 

 

Teniendo en consideración la Jurisprudencia antes reseñada, frente al personal docente es fácil 

concluir que, los mismos ostentan la calidad de servidores públicos y no les resulta  aplicable la 

primera subregla en lo que tiene que ver con el periodo de tiempo considerado para la liquidación 

de su pensión, y aunado a lo anterior en lo respecta a los factores salariales que deben ser tenidos 

en cuenta en el ingreso base de liquidación (IBL) para calcular la aludida prestación, corresponden 

                                                           
2 CONSEJO DE ESTADO. CONSEJERO PONENTE: CESAR PALOMINO CORTES. SENTENCIA DE UNIFICACIÓN DEL 28 DE AGOSTO DE 2018. 

DEMANDANTE: GLADIS DEL CARMEN GUERRERO DE MONTENEGRO. DEMANDADA: CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL E.I.C.E. 

EN LIQUIDACIÓN.   



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

únicamente sobre los cuales se hayan efectuado aportes o cotizaciones al sistema de seguridad 

social en pensión y los que están taxativamente establecidos en la Ley. 

 

SENTENCIA DE UNIFICACIÓN Sentencia SUJ-014 -CE-S2 -2019 DEL 25 DE ABRIL DE 2019 

 

Teniendo en cuenta el cambio jurisprudencial adoptado por el Honorable Consejo de Estado en Sen-
tencia del 25 de abril de 2019 C.P. Cesar Palomino Cortés, solo pueden ser tenidos en cuenta facto-
res salariales sobre los que el docente oficial haya realizado los respectivos aportes de acuerdo con 
el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se puede incluir ningún factor diferente a los 
enlistados en el mencionado artículo. 

 

“Primero: Unificar la jurisprudencia del Consejo de Estado en el sentido de precisar lo si-
guiente: 

De acuerdo con el parágrafo transitorio 1 del Acto Legislativo 01 de 2005, en concordancia 
con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003,  son dos los regímenes prestacionales 
que regulan el derecho a la pensión de jubilación y/o vejez para los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial. La aplicación 
de cada uno de estos regímenes está condicionada a la fecha de ingreso o vinculación al 
servicio educativo oficial de cada docente, así:  

  

a. En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes 
de la vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria 
de jubilación para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, 
los factores que se deben tener en cuenta son solo aquellos sobre los que se hayan efec-
tuado los respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo 
tanto, no se puede incluir ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado ar-
tículo. 

 

b. Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, afi-
liados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, les aplica el régimen 
pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los 
requisitos previstos en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para 
hombres y mujeres. Los factores que se deben incluir en el ingreso base de liquidación son 
los previstos en el Decreto 1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las respectivas coti-
zaciones. 

Segundo: Advertir a la comunidad en general que las consideraciones expuestas en esta 
providencia en relación con los temas objeto de unificación, constituyen precedente obliga-
torio en los términos de los artículos 10 y 102 de la Ley 1437 de 2011, para todos los casos 
en discusión tanto en vía administrativa como judicial, toda vez que los efectos de la presente 
sentencia de unificación son retrospectivos, en atención a lo expuesto en la parte motiva de 
esta providencia. 

De igual manera, debe precisarse que los casos respecto de los cuales ya ha operado la cosa 
juzgada, en virtud del principio de seguridad jurídica, resultan inmodificables.” 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Como consecuencia de lo anterior, es claro que las pretensiones de la demanda no se en-
cuentran llamadas a prosperar teniendo en cuenta la nueva posición fijada por el máximo 
Tribunal de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, teniendo en cuenta que el acto ad-
ministrativo demandado se encuentra conforme a derecho y liquidó de forma correcta la 
pensión de jubilación del docente aquí demandante. 

 

Teniendo en consideración la Jurisprudencia antes reseñada, se puede concluir que,  en la 

liquidación de la pensión de jubilación de aquellos docentes que se vincularon antes de la entrada 

en vigencia de la Ley 812 de 2003, gozaran del mismo régimen de pensión ordinaria de jubilación 

aplicable a los servidores públicos del orden nacional contemplado en la Ley 33 de 1985, y los 

factores salariales a reconocer son solo aquellos consagrados en el artículo 1 de la ley 62 de 1985 y 

sobre los cuales se hayan realizado los respectivos aportes o cotizaciones al sistema de seguridad 

social. 

Empero, es evidente que el Congreso estableció para los docentes, la aplicación de normas diversas 

en lo atinente a la PENSIÓN DE INVALIDEZ. En tal sentido, La Ley 812 de 2003 mediante la cual se 

aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, en su artículo 81 hizo algunas precisiones 

respecto al régimen prestacional de los docentes oficiales, en sus niveles nacional, territorial y 

nacionalizado. Justamente, esta norma dio distinto trato al personal docente vinculado con 

anterioridad y posterioridad a su entrada en vigencia, con el fin de determinar el régimen 

prestacional aplicable a cada grupo de afiliados al FOMAG. 

En relación con los docentes que venían vinculados antes de la vigencia de la ley 812, señaló la 

norma, que le serían aplicables las normas vigentes con anterioridad a esta y, en lo que se refiere a 

aquellos vinculados con posterioridad a dicha norma, dispuso la norma en cita que se regirían por 

el régimen pensional de prima media con prestación definida, establecido en las leyes 100 de 1993 

y 797 de 2003.  

 

5. EXCEPCIONES  

 

5.1.  INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

En consideración a que, la Entidad que represento reconoció la pensión de jubilación de la 

demandante de conformidad con las normas vigentes y aplicables al caso concreto, razón por la cual 

sus derechos laborales se encuentran debidamente satisfechos y en consecuencia el acto 

administrativo acusado no viola las disposiciones incoadas por la parte actora, no puede alegarse 

error o inaplicación de la ley, por otro lado cabe reiterar que, la liquidación de la pensión de invalidez 

de la demandante, se hizo conforme a la normatividad vigente,  por lo tanto, el reconocimiento y 

pago de la reliquidación de la pensión de la demandante se realizó en debida forma de conformidad 

con  lo ordenado por la ley, no siendo viable el pago de nuevas sumas por este concepto.   

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

5.2. PRESCRIPCIÓN  DE MESADAS 

 

A pesar de lo que se ha venido indicado y se insiste en que, mi representada no desconoció los 

mandatos legales a la hora de expedir el acto administrativo del cual se depreca su nulidad, llegado 

el caso de existir una remota posibilidad de ser condenada dicha entidad, solicito muy 

respetuosamente se declare la prescripción de las mesadas causadas con tres años de anterioridad 

de la presentación de la demanda, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 102  del Decreto 1848 

del 4 de noviembre de 1969, el cual desarrollo el tema de prescripción respecto del régimen 

prestacional de los empleados públicos y trabajadores oficiales:  

 

 

“ARTICULO 102. PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES. 

1. Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en 
este Decreto, prescriben en tres (3) años, contados a partir de la fecha en que la respectiva 
obligación se haya hecho exigible. 

2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa obli-
gada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescrip-
ción, pero sólo por un lapso igual.” 

 

 

5.3.  RECONOCIMIENTO OFICIOSO O GENÉRICA 

 

Solicito a su Señoría que, si en el transcurso del trámite procesal resultan probados hechos que 

configuren una excepción previa, sea declarada de oficio al momento de proferir fallo, tal y como lo 

prevé el numeral 6° del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011. 

 

 

6. PETICIONES  

 

Con fundamento en lo brevemente expuesto, y en las disposiciones legales y constitucionales         

concordantes que sean favorables a mi poderdante, se solicita a su Despacho acoja los argumentos 

esbozados y en su lugar desestime las pretensiones de la demanda. 

 

 

7. MEDIOS DE PRUEBA 

 

Muy respetuosamente solicito, se oficie a la entidad territorial certificada para que, allegue respecto 

del demandante certificación en la que se indiquen la totalidad de los factores devengados durante 

el año anterior al retiro definitivo del servicio y PUNTUALMENTE sobre cuáles de ellos se realizaron 

descuentos por concepto de aportes a pensión. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

Solicito señor Juez se sirva tener como tales las documentales solicitadas por la Nación - Ministerio 

de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y las que obren en 

el expediente en lo que a mi representada beneficien.  

 

DOCUMENTALES 

 

Se anexan con este escrito: 

 

- Copia poder general conferido mediante Escritura Publica No. 522 del 28 de marzo de 
2019 por parte del Dr. Luis Gustavo Fierro Maya, delegado de la Ministra de Educación 
para la defensa judicial del FOMAG al doctor Luis Alfredo Sanabria Ríos. 

 
- Resolución de delegación No. 002029 del 4 de Marzo de 2019 otorgada por la Ministra 

de Educación al Dr. Luis Gustavo Fierro Maya. 
 
- Sustitución de poder al suscrito, otorgada por el Doctor Luis Alfredo Sanabria Ríos. 
 
 

8. NOTIFICACIONES 

 
Mi poderdante  recibirá notificaciones personales en la Calle 72 No. 10 – 03 en la ciudad de Bogotá 
D.C; y dirección de correo electrónico: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

 

Así mismo de acuerdo a los artículos 201 y 205 del CPACA ( Ley 1437 de 2011) autorizo la notificación 
por medios electrónicos a los siguientes correos: t_alealvarez@fiduprevisora.com.co 

 

Del señor Juez, 

 

 

 
ALEJANDRO ÁLVAREZ BERRÍO  
C.C. No. 1.054.919.305  
T.P.  No. 241.585 del C.S. de la J. 
 

 

 


